Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 18 minutos) 


A los efectos de estudiar la Carpeta N* 1250/03, relativa a los contratados en calidad de becarios o pasantes, cuya situación se 
regula en un proyecto de ley con exposición de motivos presentado por los señores Senadores Julio Herrera, Jorge Larrañaga y 
quien habla, Manuel Núñez, va a sesionar la Comisión aún sin quórum, recibiendo al doctor Gonzalo Aguirre y a una delegación de 
becarios. 


Les damos la bienvenida y les cedemos el uso de la palabra para referirse a este proyecto. 


SEÑOR AGUIRRE.- Señor Presidente de la Comisión de Hacienda del Senado, señores Senadores: en mi nombre y en el de los 
señores que integran las gremiales de funcionarios de varios Entes Autónomos como OSE, UTE y ANTEL agradezco que la 
Comisión nos reciba para referirnos a este proyecto. 


Mi vinculación al tema es de carácter estrictamente profesional, pues esas agremiaciones, particularmente quienes tienen desde 
hace varios años la calidad de becarios o pasantes de determinados organismos, contrataron mis servicios profesionales a los 
efectos de buscarle una solución jurídica a este tema que, como los señores Senadores saben, determina una problemática muy 
particular, injusta y angustiante para quienes están en esa situación, por cuanto el contrato de beca o de pasantía original con el 
plazo de un año y renovable por otro más, en los hechos se ha desvirtuado por completo y se ha transformado en una relación 
estable. 


Los becarios y pasantes, de hecho, trabajan en el organismo público, cumplen función pública, cobran regularmente como los 
demás funcionarios e, incluso, tienen una serie de derechos que no son propios de su condición original. 


Mi vinculación al tema data de algunos años, cuando me reincorporé a la condición de asesor letrado del seguro de salud de OSE, 
que es una persona pública no estatal creada por la Ley de Ordenamiento Financiero de 1964. Ya había tenido una vinculación con 
ese carácter durante el período final de la dictadura y cesé al ingresar al Senado en 1985. 


Hace algunos años, el organismo volvió a requerir mis servicios y me encontré con el siguiente problema, al que no se sabía cómo 
darle solución. 


De acuerdo con la ley de creación de esa persona pública no estatal, sus beneficiarios son los funcionarios de OSE, es decir, que 
tienen que tener la calidad de funcionarios. Por una legislación posterior -creo que del año 1992 ó 1993- en la Rendición de 
Cuentas se agregaron a los ex funcionarios jubilados de OSE y a los funcionarios de la propia persona pública no estatal que es el 
seguro de salud. 


En ese carácter, quien habla tuvo que redactar un informe porque en la evolución de la vinculación de estos becarios con OSE, se 
ve claramente que su Directorio, forzado por los hechos, les fue reconociendo una cantidad de derechos iguales a los de los 
funcionarios como, por ejemplo, se les empezó a pagar el aguinaldo, a tributar como corresponde los aportes personales y 
patronales al Banco de Previsión Social que, en un principio no se pagaban, a reconocerles el derecho a licencia por enfermedad y 
por estudio e, incluso, el derecho a participar en las utilidades del organismo que, eventualmente, pueden existir. Entonces, mi 
conclusión fue que hay -ya no sólo en el caso de los becarios de OSE, sino en el de todos los funcionarios- que adecuar el Derecho 
a la realidad. 


Con esto quiero decir que si estos becarios cumplen los mismos horarios que los demás funcionarios, si no se les ha renovado más 
el contrato, si tienen casi todos los beneficios que gozan los demás funcionarios, si en el caso de quienes están en OSE gozan de 
ser beneficiarios del seguro de salud cuando la ley exige que para obtener dicho beneficio es necesario ser funcionario, 
implícitamente a todos ellos se les ha reconocido la calidad de tales, pero con la circunstancia particular de que en todos los 
organismos, si se habla con las jerarquías -ya sean administrativas o políticas- de los Directorios, todos coinciden en que estos 
funcionarios son imprescindibles. Quiere decir que por su particular formación, por su adecuación a los cambios tecnológicos que 
impone la época en que vivimos, por tener estudios de nivel terciario, son los mejores funcionarios con que cuentan dichos 
organismos. No obstante, tienen la particularidad de que están en una situación no sé si de angustia pero sí de una inquietud 
permanente porque su vínculo aparece como esencialmente revocable dependiendo no de una garantía legal, sino de la voluntad 
de los jerarcas de turno del organismo en el sentido de que mantengan o no esa condición. A esto se suma el agravante de que por 
la Ley N* 17.556 -de acuerdo al proyecto original- se quiso forzar el pase a una situación aún más precaria, un contrato de función 
pública absolutamente precario y revocable que el Parlamento con buen criterio no aceptó dando a los becarios, a los pasantes, la 
opción de ingresar o no a ese régimen que presenta menores garantías que aquel en el cual revisten actualmente. En este régimen 
se da la tremenda injusticia de que no tienen derecho al ascenso, no pueden desarrollar una carrera administrativa, por lo tanto, 
tienen una situación funcional congelada: desempeñan siempre las mismas tareas de importancia técnica con una retribución 
menguada sin posibilidad de salir de esa situación. 


Quiero aclarar que en la exposición de motivos que consta en el proyecto, abundan todos estos detalles y hay una referencia a una 
opinión doctrinaria que, quien habla, considera totalmente exacta de las profesoras de Derecho Administrativo, Susana Lorenzo y 
María Sara Payssé, en una obra colectiva sobre modificaciones que la ley de presupuesto introdujo en el Derecho Administrativo de 
nuestro país. 


Estas dos docentes sostienen que, si bien no se ha formalizado expresamente un contrato de función pública, hay una 
manifestación tácita y unilateral de la Administración en ese sentido, al consentir la perduración de esta especial vinculación, siendo 
que los contratos de becas o de pasantías han expirado y no se han renovado. La situación que se suscita al término del contrato 


de pasantía o de beca -dicen las dos docentes-, es totalmente ajena a éste -es decir, al contrato- y debe regularse de acuerdo con 
las normas que rigen la función pública. 


En un informe que hice para el seguro de salud de OSE, dije algo que me parecía de total claridad: no se puede discutir que estas 
personas son trabajadores. El hecho de que trabajen y cobren una retribución mensual por sus tareas, es indiscutible, es una 
evidencia que rompe los ojos. Entonces, si son trabajadores, deben estar en una de estas dos categorías, porque no hay una 
intermedia: o son funcionarios públicos y, por ende, están sometidos al régimen estatutario de la función pública y al vínculo que la 
doctrina llama "relación funcional" o, en su defecto, son trabajadores privados, encajan en la categoría que regula el Derecho 
Laboral y están vinculados por un contrato de trabajo. Pero lo que no puede sostenerse es que no tienen relación funcional con la 
Administración ni tampoco un contrato de trabajo; están en una especie de limbo o de abstracción jurídica de la cual hay que salir. 


El proyecto -que es sencillo- apunta a eso, simplemente, esto es, a que la ley regularice esta situación en vista de los hechos que 
acabo de exponer y que son indiscutibles, por lo menos hasta la fecha en que se sancionó la Ley N* 17.556, porque de ahí para 
adelante una norma legal establece un "status" jurídico -a mi juicio muy inconveniente-, que está vigente para quienes ingresaron 
con posterioridad. Seguramente, deben haber sido muy pocos, porque todos sabemos que hay disposiciones legales vigentes que 
prohiben contratar nuevos funcionarios. 


En definitiva, como yo decía al término de aquel informe, entiendo que, si bien podría hacerse algún cuestionamiento jurídico, es 
una de aquellas situaciones que llevaron al Maestro Couture a decir, en su famoso decálogo "Los Mandamientos del Abogado", que 
cuando éste tiene una duda o ve una situación de enfrentamiento entre el Derecho y la Justicia, que opte por esta última, es decir, 
por la equidad porque, al fin y al cabo, la Justicia es uno de los valores fundamentales del orden jurídico. Por ende, en lugar de 
adherir al formalismo de las normas, debemos apegarnos a esos valores, que son los que dan carnadura, luz y alma, a un sistema 
jurídico que tiene una finalidad: la fundamental es hacer justicia y consagrar los derechos de las personas. 


No quiero extenderme mayormente. Sé que hay alguna preocupación por el tema del artículo 229 de la Constitución de la 
República, que precisamente prohibe, en el año anterior a las elecciones, crear cargos, aumentar pasividades o las partidas o los 
jornales de contratación. En este caso no se trata de crear cargos, porque no los hay -es decir, no se procura pasarlos a la 
condición de funcionarios presupuestados; naturalmente, el tema de las pasividades de este proyecto de ley no tiene nada que ver 
con él-, ni se aumentan los jornales de contratación. 


Simplemente, las contadurías de los organismos -si este proyecto se transformara en ley- pasarían a pagarles sus mismos 
emolumentos, pero, en lugar de hacerlo por un determinado rubro -que no sé cuál es-, lo harían por el que se asigna a las 
contrataciones. 


En caso de que se entendiera que la equiparación con el régimen de contratados determina, por alguna vía indirecta -que no tengo 
presente-, algún aumento de retribución, el Senador podría, por una disposición, establecer que no será así, es decir que no habrá 
ninguna variante en retribuciones, por lo menos hasta que se instale el nuevo Gobierno o se sancione la nueva Ley de 
Presupuesto, de modo de evitar esa eventual objeción de carácter constitucional. 


No tengo nada más que decir, señor Presidente, pero si los señores Senadores quieren ilustrarse sobre la situación de hecho y la 
preocupación que tienen quienes me acompañan, podrían explicarlo. 


SEÑOR CORTAZZO.- Como delegación conformada por la Mesa Sindical Coordinadora de Entes y el PIT-CNT, queremos 
agradecerles por esta invitación. 


Este es un tema que nos viene llevando muchos años de trabajo arduo. Desde mediados del año 2000 a la fecha, hemos tratado 
de buscar una situación que regule lo que viene sucediendo con los becarios. 


Podemos decir que nos encontramos en una situación bastante complicada. En virtud de que venimos trabajando desde 1994 en el 
tema, -cabe aclarar que nosotros tenemos un promedio de contratación de diez años- creemos -y así lo entendieron las distintas 
gremiales a las que representamos- que es el momento de darle solución a esta problemática. Como trabajadores -tal como lo 
señalaba el doctor Aguirre-, estamos plenamente integrados a la estructura de la empresa -es más, debemos ser de los más 
jóvenes que la misma tiene-, por lo que con el transcurso de los años hemos venido adquiriendo derechos. En este sentido, 
nosotros -desde los distintos gremios, desde la Mesa Sindical Coordinadora de Entes- veíamos como muy importante buscar una 
solución a la situación de injusticia que se estaba dando con la contratación de aquellas personas a las que, en este momento, mal 
llamamos "becarios". Cabe señalar que ello fue aprobado en el VIIl Congreso del PIT-CNT. 


Como decía, nosotros nos hemos integrado de plano a la estructura funcionarial de la empresa. Es más; cada uno de nosotros 
tenemos nuestras propias actividades dentro de la empresa -que ha venido evolucionando-, y hemos ido adquiriendo derechos. En 
mi caso personal, por ejemplo, en el año 1995 firmé el contrato, momento a partir del cual comencé a adquirir muchos beneficios. 


En fin; queremos resolver de una vez, y en un tono de justicia, este tema. 


SEÑOR MOLINARI.- Simplemente, quiero hacer dos o tres aclaraciones, porque creo que tanto la exposición del doctor Aguirre 
como la del señor Cortazzo fueron muy claras respecto a cuál es el tema planteado. 


En primer lugar, deseo señalar que, de acuerdo con la última información de que disponemos de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, esta situación abarca aproximadamente a 3.800 funcionarios, un número importante de personas. 


En segundo término, me parece relevante explicitar que nosotros ingresamos con una primera experiencia laboral. Luego, por la 
necesidad de los organismos, esto se fue renovando. Somos conscientes de que estamos en una situación injusta, pero si vemos 
la situación en la que se encuentra el Uruguay hoy, sabemos que somos privilegiados por tener trabajo. Este es un reconocimiento 
que nos parece clave, porque es una de las cosas que hemos manejado los becarios, en el sentido de decir que queremos arreglar 
esta problemática porque nos parece injusta, pero sin dejar de reconocer cuál es la situación de nuestro país. 


Otro aspecto que queremos señalar es que hoy en día en los organismos que estamos, y en virtud de la legislación actual, se ha 
dado un proceso de envejecimiento muy importante. Una de las cosas que permitiría este proyecto de ley sería liberar uno de los 


componentes dinámicos para la mejora de los organismos. Con esto queremos decir que hoy, al no permitirse concursar a los 
becarios, se está frenando una de las posibilidades de mejora y de cambios en el interior de los organismos con personas que 
tienen experiencia de nueve, diez, once o más años. Por lo tanto, creemos que para los organismos también es muy importante 
poder utilizar esta inversión que se hizo en capacitación y en conocimiento, para mejorar su gestión. 


Finalmente, deseamos indicar que cuando nosotros decimos que estamos incorporados a la vida de los organismos, no es algo 
meramente discursivo. Por ejemplo, nosotros somos de UTE y, hoy en día, en medio de esta crisis energética que vivimos, tenemos 
compañeros becarios que están trabajando horarios muy prolongados a los efectos de mantener funcionando la Central Batlle. 
Además, hay compañeros que se encuentran desempeñando tareas en el Despacho Nacional de Cargas. 


En definitiva, ¿qué queremos decir con esto? Que somos gente integrada plenamente a la vida de las empresas y de los 
organismos, y creemos que somos un capital útil que este proyecto de ley permitiría utilizar mejor. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Debo reconocer que me consta que lo que dicen nuestros invitados es así. No tengo dudas de que el 
juicio de la Administración es que lo que más se necesita es a estas personas jóvenes; por ello, creo que podemos dejar para una 
mejor circunstancia las reflexiones sobre el artículo 229. 


No obstante, me surgen algunos problemas técnicos que, seguramente, compartiendo la inquietud con el doctor Gonzalo Aguirre, 
podremos analizar. En cualquier caso, tal vez haya que realizar alguna pequeña consulta a la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Suponiendo que lo que estamos haciendo es reconocer que hay funciones contratadas permanentes, el problema radica en saber 
en qué niveles de escalafón y con qué antigúedad se los ubica. Digo esto, porque siempre la preocupación es que puedan llegar a 
colidir con derechos de otros funcionarios. Entonces, ya no es un tema de la Administración como tal -pues es notorio que no 
significa un costo y demás-, sino que involucra a otros funcionarios. Por ejemplo, en oportunidades como en el año 1985 en que se 
han hecho algunas regularizaciones, se ha dicho que los funcionarios en cuestión pasarían a integrar el último nivel del escalafón. 
Esto, a su vez, agrega una expansión de esas funciones contratadas. Más allá de los temas constitucionales, esa ha sido en 
general una de las formas empleadas. Pero uno no las conoce mucho porque, tal vez, hay personas que pertenecen a escalafones 
técnicos y demás. Digo todo esto pensando siempre en el otro funcionario, es decir, en el que ya tiene una función contratada. En 
concreto, esa sería la interrogante. Normalmente, lo que he visto hacer es que cuando se regulariza al personal se le da la opción 
de ingresar en el último grado de cada escalafón, ya sea técnico, semitécnico, administrativo o de servicio. Ese es el camino 
tradicional, pero no sé si mi viejo amigo puede compartir este punto de vista. 


SEÑOR AGUIRRE.- La reflexión y el sentido de la pregunta que me hace el señor Senador Atchugarry es atinada y aguda, como es 
característico en su trabajo de Legislador. 


Les decía, a las personas que me acompañan, cuando estuvimos conversando del tema y redactando el proyecto que, obviamente, 
no hay que creer que esta iniciativa es inmodificable. Como toda propuesta legislativa, es perfectible, mejorable y corregible; tiene 
un núcleo esencial, que es que la ley reconozca la situación de hecho y adquieran la calidad de contratados. 


Pero no disiento con lo que ha dicho el señor Senador Atchugarry y, en ese sentido, el proyecto no dispone de absolutamente nada 
y puede traer -eso es cierto- dificultades prácticas. Creo que eso podría solucionarse estableciendo que la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, en cada caso, determinará en qué nivel de los escalafones quedan colocados estos funcionarios. Además, la ley 
podría decir, en una disposición que se le agregaría, que su incorporación a los escalafones respectivos de los funcionarios 
contratados no podrá lesionar los derechos adquiridos por quienes ya lo son. 


No sé si, de esta manera, doy satisfacción a la inquietud planteada por el señor Senador Atchugarry. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Me parece que la última frase es, sin duda, un gran aporte. Cuando oía el planteo pensaba que, tal vez, 
lo que deberíamos hacer es una especie de improvisación pero, a su vez, sería algo así como un reconocimiento. Digo esto, 
porque acá ha habido una deformación, pues del régimen de becarios -claramente- pasamos a una función permanente. 


Tal vez, lo que debería hacer la ley es reconocer que eso pasó y que, por lo tanto, ya son funciones contratadas, con lo cual 
salvamos la forma del artículo 229. 


SEÑOR AGUIRRE.- Podría mejorarse la redacción del artículo 1%, en el orden de ideas que maneja el señor Senador Atchugarry, y 
decir: "Reconócese que las personas contratadas en calidad de becarios o pasantes...", seguiría la redacción y luego se agregaría: 
"han pasado a ser titulares" o "son titulares", en reconocimiento de que el Derecho se ajusta a los hechos. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- El esquema sería decir que es "en función" y que a tales efectos se considerará el último grado del 
escalafón correspondiente, y luego se harán los ajustes. Esta es la única manera de que no haya una queja de algún otro 
funcionario, más allá de que es probable que el becario tenga más merecimiento; sin embargo, siempre ha sucedido así en la 
Administración. Cuando uno regulariza desde el punto de vista escalafonario, en los derechos al ascenso sabe que tiene que entrar 
por abajo de la fila. Entonces, me parece que con ese par de conceptos estaríamos haciendo, tal vez, algún aporte a la redacción a 
fin de ayudar, porque son tiempos donde todos estamos a las corridas. Quizás el doctor Gonzalo Aguirre pueda realizar algún otro 
aporte y, por lo menos en lo personal, se lo agradecería mucho. 


SEÑOR CARVALHO.- Adelanto que voy a votar el proyecto de ley con esta redacción, o con otra similar que de alguna manera 
logremos ajustar o perfeccionar. Pienso que la fórmula de reconocer la situación es la más adecuada desde el punto de vista 
jurídico; sin embargo, tengo algunas dudas con respecto a lo que acaba de plantear el señor Senador Atchugarry porque no sé si 
en este caso la regularización por el último grado estaría reconociendo la realidad de los hechos. Digo esto, porque no sé si en 
cada situación se están desempeñando las funciones y percibiendo las retribuciones del último grado; me parece que es una 
situación realmente muy compleja, muy variada; veo que se refiere a 3.800 personas en Entes y Servicios, así como -lo supongo- 
en otros sectores de la Administración Central. Por lo tanto, no estoy ahora en condiciones de saber si esa fórmula, que es la 
habitual, en este caso sería la adecuada, con personas que hace más de diez años que trabajan para el Estado, donde muchos - 
con seguridad- cumplen funciones técnicas. Recuerdo algunos procesos, muy complejos, de incorporación de funcionarios 
provenientes de Bancos privados al escalafón del Banco de la República, por ejemplo, donde se buscaron fórmulas de 


equiparación que, sin lesionar los derechos de los otros funcionarios, ajustaran la retribución y la situación a la realidad. Aquí se ha 
mencionado a personas que están cumpliendo funciones técnicas importantes y, tal vez, regularizarlas en el último grado del 
escalafón represente hacerlas retroceder en su situación funcional, incluso con respecto a la que están ocupando ahora. Si, de esta 
forma, se da lugar a alguna reclamación, para eso está el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, los recursos administrativos, y 
cada funcionario que se considere afectado podrá ejercerlos, pero no estoy seguro de que en esta situación donde se afecta a 
tanta gente y hay situaciones tan variadas, esa fórmula -que, reconozco, es la tradicional- pueda ser la más útil. 


Simplemente dejo esto planteado como una duda pero es obvio que habrá que seguir trabajando en este tema. 


Por otro lado, tengo una pregunta porque, sin duda, estamos aquí ante hechos consumados que fueron realizados -casi estuve 
tentado a decir perpetrados- a lo largo de mucho tiempo, de manera totalmente irregular, por parte de administraciones que no 
procedieron, como debían haberlo hecho en el caso de estas personas, a regularizar sus contratos si es que se los necesitaba por 
más tiempo del que inicialmente habían sido contratados y permitieron crear situaciones de hecho en perjuicio de los jóvenes 
trabajadores y de la Administración. Para la historia tal vez alguna pregunta sea procedente y en este caso voy a hacerla. ¿Estas 
contrataciones y asignación de becas o pasantías fueron precedidas de algún procedimiento de carácter objetivo, de evaluación de 
méritos, publicidad o alguna forma de concurso de ese tipo? Naturalmente, no estoy cuestionando esta situación creada que ahora 
hay que resolver, pero simplemente es necesaria una constancia para ver cómo se han hecho las cosas y cómo hemos llegado a 
esta situación, por eso me permito interrogar a la delegación. 


SEÑOR CORTAZZO.- Me quería referir a la pregunta que formulaba el señor Senador Atchugarry con respecto a la incorporación 
de funcionarios. 


En la mayoría de las empresas, de acuerdo a los datos que nosotros manejamos como los más ciertos -aunque supongo que en la 
Administración Central también debe ser así-, muchas áreas se conformaban por la incorporación de becarios. En el caso particular 
de OSE, los cargos se fueron ocupando por ascenso o por llamado y no por las distintas carreras que se venían cursando. 
Entonces, en el caso de la regularización, si bien soy partidario -y también lo somos en lo institucional de mi Sindicato- de que el 
ingreso a la función pública se haga por el último grado del escalafón, tal como lo hemos defendido y peleado siempre, creo que no 
son muchos los derechos que se lesionarían por la forma en que se han venido realizando. Quizás el señor Molinari pueda explicar 
mejor la situación en UTE. 


En cuanto a la publicidad de los contratos, en el caso de OSE se hacía un convenio con la Universidad del Trabajo del Uruguay que 
se publicitaban en los distintos organismos de enseñanza. Muchos accedimos de esa forma. Personalmente estaba estudiando en 
Salto, pero como mi lugar de trabajo fue en Montevideo, me trasladé. 


SEÑOR MOLINARI.- Respecto a lo planteado por el señor Senador Atchugarry en cuanto a la parte salarial y al reconocimiento del 
escalafón, hay situaciones muy heterogéneas dependiendo del lugar de trabajo. 


El caso que más conocemos es el de UTE, donde ha habido un proceso bastante complejo, en el cual se han ido reconociendo las 
tareas de los dos tipos de becarios que hay en el Organismo. Unos son los becarios profesionales, a quienes se les ha ido 
reconociendo la tarea, en el caso de que existieran puestos de profesionales vacantes. De existir cargos vacantes se les da el 
cargo y se les paga en función de la tarea que desempeñen. Otros son los becarios de UTU, a los que se les ha reconocido 
progresivamente en sus tareas y, por lo tanto, también se les paga de acuerdo a la que desempeñan. Esto es en cuanto a la parte 
salarial. Por otra parte, hubo procesos por los que se les ha ido reconociendo los distintos tipos de tareas que cumplen. 


Con respecto a la forma de ingreso, en el caso de UTE, a principio de la década de los 90 hubo convenios con UTU y con la 
Universidad que establecían normas muy claras para concursar. Uno de los requisitos era, por ejemplo, tener una escolaridad 
mayor a 5, que luego fue bajada a mayor a 3. El señor Senador Astori, que fue Decano de la Facultad, sabe que los promedios de 
escolaridad de la Facultad son bajos. En definitiva, existían requisitos objetivos que establecían qué personas podían ingresar a la 
Administración. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Se han planteado dos cosas distintas. Usualmente, en lo salarial, como hay un derecho adquirido, no se 
puede rebajar el sueldo. Cuando se producen estas regularizaciones, lo que se hace es dar una compensación al cargo o a la 
persona. Por lo menos esto es lo usual en la Oficina Nacional del Servicio Civil. La pregunta es si ese reconocimiento se da por una 
suerte de compensación. 


Supongamos que un becario pasa a ser ingeniero y se le da la función de ingeniero. Se la dan porque le ceden una oficina y le 
pagan, pero el cargo no se lo pueden haber dado porque sigue siendo becario. O sea que es una compensación. Puede ser que 
gane diez de sueldo y quizás setenta y dos de compensación, para llevar su sueldo de becario al de un ingeniero. 


SEÑOR ASTORI.- Se trata de una compensación a la función porque el cargo no existe. 
SEÑOR ATCHUGARRY.- Es así. En el viejo léxico de la Oficina del Servicio Civil se hablaba del cargo o de la función. 


El problema radica en lo que dice la ley y lo que se hace administrativamente. No parece razonable que una ley esté aceptando y 
violando derechos constituidos de otro funcionario ni afectar el nivel de remuneraciones que hoy tiene el becario. Pero eso se 
puede solucionar de otra forma. 


Finalmente, para poder resolver este tema práctico, ya hemos avanzado en cuanto a reconocer que ha habido una mutación -por 
decirlo de alguna manera- de la situación y a declarar -usando el término que empleó el doctor Gonzalo Aguirre que me parece 
correcto- que hay función pública, lo cual nos resuelve algunos temas teóricos. 


Por otro lado, está el tema que analizábamos con los señores Senadores de derivar parte a la Reglamentación. Insisto en que no 
se pueden lesionar otros derechos y, en principio, que se debe ingresar por el último grado del escalafón correspondiente, o sea, si 
es ingeniero por el escalafón de ingenieros. Hoy el becario es una sola cosa, pero debe ingresar por el último grado disponible del 
escalafón que le corresponde, porque de lo contrario entraría por encima de alguien que ya está cumpliendo funciones contratadas, 
quien inevitablemente va a interponer un recurso. Y me parece que esa no es la intención. 


Si es posible, pediría analizar algunas redacciones y, eventualmente, una consulta a la Oficina Nacional del Servicio Civil para 
asegurarnos los términos planteados. 


SEÑOR AGUIRRE.- En cuanto a los derechos adquiridos, en primera instancia se estaba hablando de los que ya son funcionarios 
contratados y de ese modo no se lesionan sus derechos y ahora también se habla de los derechos que tienen los becarios y 
pasantes en función del reconocimiento que las autoridades de los distintos organismos han hecho frente a las funciones que 
realmente desempeñan, asignándoles, sea por la vía que sea -una compensación o un concepto de otro carácter- las 
remuneraciones acordes a las funciones que efectivamente realizan. 


En cuanto a los derechos de los becarios y de los pasantes, la situación está contemplada en el proyecto en la oración final del 
artículo 3% que dice que en ningún caso esta resolución podrá lesionar los derechos anteriormente adquiridos por los becarios y 
pasantes. 


Ahora quisiera ingresar a la otra cuestión, es decir, la de quienes ya son funcionarios contratados y no son titulares de un cargo 
presupuestal, lo cual es únicamente una distinción técnico-jurídica del Derecho Administrativo. En los hechos, el contrato de función 
pública significa la titularidad de determinada categoría escalafonaria, la retribución consiguiente y el desempeño de determinada 
función. Esto no puede ser afectado por la ley porque todos los contratados, al regularizarse la situación de los becarios y 
pasantes, no van a ser desplazados de las funciones que actualmente desempeñan ni se les va a rebajar el salario. 


La otra situación refiere a los ascensos. Cuando constitucionalmente se habla del derecho al ascenso, en realidad no se está 
aludiendo a un derecho subjetivo del funcionario. Si soy un funcionario Grado 14 y quiero ascender al Grado 15, naturalmente en el 
Grado 14 habrá 8, 10, 12, 15 ó 20 funcionarios -según la cantidad de funcionarios que tiene cada Organismo o Ministerio- y nadie 
tiene la seguridad de que va a ascender ya que se deberán cumplir los procedimientos del concurso, méritos y antecedentes o los 
demás que prevé la legislación. De ese modo, la expectativa en la Doctrina jurídica del Derecho Administrativo se califica como un 
interés legítimo. Entonces, si la persona que ya es funcionario contratado tiene que competir por un ascenso -en función de su 
antigúedad, méritos y de otras condicionantes- con 10 personas, de pronto ahora va a tener que hacerlo con 12; pero no se lesiona 
un derecho subjetivo del funcionario contratado. 


De todas maneras, tiene razón el señor Senador Atchugarry en cuanto a que estos problemas son de difícil situación práctica y no 
estaría mal una consulta previa a la Oficina Nacional del Servicio Civil e imaginar alguna redacción para algún artículo aditivo que 
determine que la regularización que busca el proyecto de ley se haga en la forma menos traumática posible para quienes se 
beneficiarían por la ley y quienes son ajenos a ella, ya que pueden sufrir un perjuicio indirecto. Creo que las reflexiones del señor 
Senador Atchugarry no pueden hacer perder de vista las que ha hecho el señor Senador Carvalho ya que también las considero 
pertinentes desde el punto de vista que no se puede, por una disposición, equiparar todas las situaciones que en la práctica han 
devenido bastante disímiles. Hay toda una casuística y no todos los Organismos han procedido de la misma manera. Por ello, 
determinar que todos los becarios y pasantes están en el último grado del escalafón, puede en muchos casos lesionar sus 
derechos. 


Nada más. 
SEÑOR PRESIDENTE.- El doctor Aguirre podría acercamos un texto que comprenda todos estos aspectos que hemos tratado. 


SEÑOR AGUIRRE.- Procederemos de acuerdo con lo que resuelva la Comisión una vez que nos retiremos, porque sé que es de 
estilo parlamentario que no se delibere delante de los visitantes. De todos modos, si bien advierto la mejor disposición de los 
señores Senadores y el reconocimiento de que el proyecto de ley en líneas generales tiene fundamentos indiscutibles, esas 
cuestiones técnicas pueden ser objeto de una redacción, pero habría que saber cuál es el criterio que en definitiva adopta la 
Comisión. Como felizmente tengo práctica en esto de redactar normas, si me comunican cuál sería ese criterio, de inmediato les 
haré llegar uno o más textos -que inclusive pueden ser optativos- para que la Comisión pueda culminar su trabajo. 


SEÑOR ASTORI.- Creo que podemos eliminar pasos formales para hacer más sencillo este trámite. Si no hay ninguna voz 
discordante, esta Comisión, incluyendo al señor Senador Atchugarry, está dispuesta a acompañar el proyecto de ley. En 
consecuencia, le solicitamos ese apoyo al doctor Aguirre y, desde ya, adelantamos que este proyecto va a ser aprobado. 


SEÑOR AGUIRRE.- Mucho me place oír esas palabras. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Solicitamos, entonces, al doctor Aguirre que nos haga llegar algunos textos alternativos. 

SEÑOR AGUIRRE.- En el día de mañana los enviaré a la Secretaría. 

SEÑOR ATCHUGARRY-.- Lo que aquí se quiere, en definitiva, es no lesionar los derechos de los pasantes y tampoco los de los 
funcionarios, por lo que hay que redactar el texto de tal forma que se prevea que el reconocimiento del derecho de los becarios no 


lesiona el de los funcionarios. 


SEÑOR AGUIRRE.- Por ejemplo, se puede hacer una declaración genérica en el sentido de que no se lesionarán los derechos de 
los funcionarios que ya tienen esa calidad y que la inserción de los becarios en los escalafones se determinará por un 
procedimiento a establecer en la reglamentación de la ley. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Redactado en ese orden, estamos de acuerdo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al doctor Aguirre la colaboración que ha ofrecido a la Comisión. 
(Se retiran de Sala el doctor Aguirre y la delegación de funcionarios contratados en calidad de becarios o pasantes.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde que la Comisión dé entrada a dos Carpetas que tienen que ver con la celebración de las 
elecciones nacionales y departamentales. 


La primera es la Carpeta N* 1403/2004 - Distribuido N* 2744/2004 "Elecciones Nacionales. Contribución del Estado a Financiar los 
Gastos de los Partidos Políticos.” La segunda es la Carpeta N* 1404/2004 - Distribuido N* 2745/2004, "Elecciones 
Departamentales. Contribución del Estado Para Financiar los Gastos de los Partidos Políticos." Quedan ingresadas entonces y 
repartidas entre los miembros de la Comisión. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica). 


(Así se hace. Es la hora10 y 55 minutos). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


